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“El vulgo, y aun la gente que se cree ilustrada, ignora que casi 
siempre en la historia la ley de la fuerza fue única y absoluta  

regla de conducta”   

John Stuart Mill.   

Resumen   

Este artículo de reflexión aborda una parte de las relaciones que se 

desarrollan entre el control social, la política criminal y el derecho penal. 

Describe, de forma breve, el desarrollo de las concepciones sobre el control 

social y su principal eje de debate, concluyendo que el mismo está integrado por 

un conjunto de sistemas normativos que sobrepasan al derecho penal, aunque la 

política criminal penalizadora le otorgue mayor protagonismo.    

El uso desmedido del sistema penal y la amplia legislación que le 

acompaña ha derivado en una visión unilateral y restrictiva del control social, 

como medio punitivo para prevenir y coartar las conductas que son de interés 

para el Estado.  
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La política criminal que promueve el simbolismo penal no considera que 

la seguridad pública se alcanza removiendo los fundamentos socio históricos del 

delito, la violencia y otras conductas disóciales o atendiendo a la ingeniería 

situacional como sugieren los enfoques criminológicos de la vida cotidiana; sin 

embargo, desarrolla respuestas populistas a los reclamos de punición basadas en 

justificaciones utilitarias sobre los fines de prevención general y especial de las 

penas, cuyos efectos preventivos reales son esencialmente probabilísticos, lo 

cual abre un espacio importante al rol de la policía en el control social.   

Palabras claves: criminología, derecho, policía, seguridad, sistemas 

normativos.   

Abstract 

Some of the relationships established among social control, criminal 

policy and criminal law are addressed in this article of reflection. The 

development of conceptions of social control and its main object of discussion 

are briefly described, concluding that it is made up of a set of regulatory systems 

beyond criminal law, even if the penalizing criminal policy casts it in the leading 

role.    

The excessive use of the penal system and its vast number of laws have led 

to a unilateral and restrictive vision of social control as a means of punishment 

to prevent and restrain conducts of interest to the State. Nowadays, those in 

favor of a penalizing criminal policy tend to push aside public security measures 

by analyzing and reviving the socio-historical basis of crime, violence and other 

dissocial behaviors and disregarding the situational engineering, contrary to 

what the usual criminological approaches suggest. Instead, they take a populist 

stance on people’s claims for punishment and resort to utilitarian justifications 

for the general and special purposes of punishment, whose real preventive 

effects are at best probabilistic, which opens an important space to the role of 

the police in social control.   

Key words: criminology, law, police, regulatory systems, security   

Introducción   

El control social constituye un objeto de estudio de la Criminología; pero 

también es analizado por la Sociología, el Derecho y la Ciencia Política. Su 

contenido es muy amplio, pues depende de las formas de reacción social y de los 
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mecanismos que se utilizan para lograr el respeto al orden público, a las 

estructuras sociales y gubernamentales.   

La categoría control social es reconocida por la Criminología, cuando 

analiza lo referente a la reacción y la prevención de determinadas conductas en 

sociedad, lo que implica la necesidad de implementar estrategias integrales, que 

resuman programas con medidas profilácticas, coactivas y no coactivas.    

Entre las metas de la investigación criminológica está demostrar que el 

control social no es terreno exclusivo de los modelos punitivos legitimados por 

el derecho penal y el derecho administrativo sancionador, aunque estos 

representen un mayor poder coactivo, debido a que se sustentan en un sistema 

de medidas disciplinarias y sancionatorias, implementadas e impuestas por un 

conjunto de agencias expresamente controladoras. El debate teórico sobre la 

naturaleza y alcance del control social es vasto. Las formas en que se ejecuta 

sobrepasan la categorización general y se vinculan a las características históricas 

y culturales que fundamentan las reglas para una convivencia armónica en cada 

sociedad.    

Como concepto académico, el control social tiene precedentes en la 

Escuela de Chicago; en la que se desarrollaron el interaccionismo simbólico, el 

monismo social de Edward Ross y el darwinismo social atribuido a Robert Park, 

para quien: “the social control is the central fact and the central problem of 

society” (Park R. E., 1921, pág. 20).    

Las formas en las que las diferentes posturas políticas aprecian los 

fenómenos vinculados a la criminalidad, las violencias y otras conductas o 

conflictos considerados disóciales o desacordes para el orden social pueden 

influir o determinar la manera en la que se expresa el propio control de las 

actividades de la sociedad. En esencia, es un proceso de desarrollo conjunto, 

expresión de la mixtura entre el constructivismo social y la forma predominante 

en la que se ejerce el poder, sobre todo atendiendo a las atribuciones que se les 

otorgan a las agencias de control social formal, como los centros penitenciarios, 

los tribunales, las fiscalías, las procuradurías, el ejército y las policías, entre 

otras. El ordenamiento jurídico es el medio de legitimar las actuaciones de dichas 

agencias de control y, dentro de este, el derecho penal es quien ostenta el 

protagonismo y el gran poder simbólico.    

Con frecuencia se mide la eficacia de la intervención policial en relación 

con su contribución al funcionamiento del sistema de justicia penal, es decir, la 
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forma en la que se observa a la policía es a través de su contribución directa a la 

prevención e investigación de los delitos, sin embargo, esta es solo una de las 

funciones policiales y ni siquiera puede pretenderse tan efectiva como debiera 

ser, pues su operatividad no responde a su plena capacidad antidelictiva sino a 

otras funciones más apegadas al servicio público, el reforzamiento de la ley y al 

resguardo del orden social.   

De las aspiraciones de autorregulación a la aceptación del control coactivo   

El desarrollo del pensamiento sociológico en Estados Unidos tuvo como 

preámbulo el estudio de la problemática que emergía del flujo migratorio 

internacional hacia ciudades industriales como Chicago, desde fines del siglo 

XIX. Para entonces, el control social fue observado como una capacidad 

intrínseca de la sociedad para autorregular sus relaciones, para establecer un 

equilibrio interno basado en normas sociales de carácter consuetudinario que 

trazaban las pautas de comportamiento en correspondencia con los contextos de 

actuación.    

Esta idea no es totalmente desacertada, pues el desarrollo social muestra 

como las estructuras sociales se van reacomodando de acuerdo a los intereses 

colectivos, grupales y, por último, individuales, sin embargo, la realidad 

estudiada en ese período mostró también variaciones importantes en el 

desarrollo de la criminalidad y una capacidad social de adaptabilidad a ciertas 

condiciones marginales basadas en estándares de supervivencia humana que no 

respondían al carácter regulador de los pretendidos sistemas normativos, 

sustentados en valores positivos y en usos sociales predominantes. La 

inestabilidad del orden social propició la exigencia de una intervención 

controladora estatal o control público basado en la ley que, en sus inicios, no 

tuvo el respaldo esperado; pero se impuso de manera contundente con el 

protagonismo que obtuvo el Estado ante la gran depresión económica 

norteamericana de 1930. (Bergalli, La violencia del Sistema Penal, 1995).   

Es así como nace conceptualmente el control social y se asocia a la forma 

de identificar, aceptar hasta límites tolerables y controlar la conducta desviada, 

entendida como un comportamiento negativo que infringe las normas sociales. 

Se constata que el control social no es solo una condición que depende de las 

relaciones sociales que identifican a cierto contexto histórico, sino una necesidad 

que depende de la actuación y operatividad de las agencias dispuestas a 

controlar.    
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El sistema de contrapesos que se establece entre la capacidad social de 

autorregulación y la influencia del poder estatal para mantener el control social 

es un dilema sometido a múltiples criterios teóricos y llevado hasta los límites 

del ejercicio de la política, las decisiones político-criminales y la trascendencia 

de la participación ciudadana en los sistemas de gobierno. Durante las dos 

últimas décadas del siglo XX y hasta la actualidad se ha polemizado en torno a 

la aceptación o negación de llamar control social a aquellas medidas, 

principalmente coactivas, basadas en la operatividad de las agencias del sistema 

penal y que están amparadas en la legislación penal correspondiente. Entre los 

autores que prefieren separar el control social de la intervención punitiva estatal, 

bien representada por el accionar del sistema penal, se encuentra Dewey, quien 

utilizó el término control público para identificar la intervención controladora 

estatal como término contrapuesto al de control social (Bergalli, 1995).    

Janowitz (1975, pág. 85) hace referencia al deslinde funcional que, de 

inicios, se observaba entre el control social y el ejercicio del poder punitivo 

estatal y plantea: “the social control is not the achievement of collective 

stability”, con lo cual  identifica al control social como una exigencia de la 

socialdemocracia que busca la solidaridad social en tiempos convulsos; pero que 

resuelve poco en materia de delitos, violencia y conflictos; para estos males se 

destina la represión, mientras que el control social se dirige a la conducción 

hegemónica de la sociedad.    

A criterio de Bergalli (1998) el control social tiene gran fundamentación 

en la sociología de la desviación (o del comportamiento desviado) que nace con 

el estructural funcionalismo, pero queda la duda de su aplicabilidad para 

identificar también el control que deriva de la aplicación del derecho penal; el 

cual considera ajeno a la concepción originaria del control social.   

Entre los autores con posturas teóricas que no reconocen abiertamente una 

diferenciación entre el control social y el ejercicio del poder punitivo, 

unificándolos bajo el mismo criterio o subdividiendo el control según provengan 

de agencias formales o informales, se encuentra Aniyar (1981, pág. 52) quien 

reconoce la capacidad coactiva y el carácter político del control social y lo 

caracteriza como un sistema de: “medidas tendientes al mantenimiento y 

reproducción del orden socioeconómico y político establecido”. Asumiendo una 

posición apegada al funcionalismo sistémico y, por tanto, validando el poder 

autónomo del derecho penal, González (2017, pág. 9) afirma que el control 

social es: “el proceso funcional sistémico cuyos componentes se destinan a 
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disciplinar al individuo concreto, a los grupos y a la sociedad mediante los 

recursos de la persuasión y la coerción; con el fin último de evitar la comisión 

de delitos.    

Como se deduce de estas definiciones, existen elementos estructurales que 

influyen en la ejecución del control social y que son necesarios para que este 

cumpla su objetivo de estabilidad y respeto al orden social. Algunos autores 

abogan por la autorregulación, pero la mayoría va asumiendo el criterio de la 

necesidad práctica de la intervención estatal, que adquiere legitimidad a través 

de su estructura institucional y el respaldo del ordenamiento jurídico.   

Otros conceptos de control social, emitidos desde posiciones intermedias, 

muestran la mutación progresiva de las instituciones informales hacia las 

formales, expresamente desde el eco de la costumbre hacia la imperatividad 

legal, y lo definen como: “la actividad tendiente a regular las interacciones 

humanas para reducir o evitar el conflicto. Generalmente es la resultante de una 

costumbre que se normativiza cuando la sociedad toma conciencia de la 

necesidad del acatamiento coactivo de toda la comunidad” (Diccionario de 

Ciencias Sociales, 2021).   

La diversidad de concepciones en torno al control social ha promovido 

una clasificación interna en: control social formal e informal, en dependencia de 

su origen y objetivos, sin embargo, en la actualidad esta es una división idílica y 

también polémica, debido a la imbricación de las funciones de las agencias 

socializadoras que se constatan en la práctica. La tendencia al excesivo control 

del aparato estatal se introduce en las instituciones del control social informal 

(familia, escuela, comunidad) que son: “invadidas, penetradas, sitiadas o 

colonizadas por el sistema formal” (Cohen S., 1988, pág. 123); dígase la policía, 

la fiscalía, los tribunales, el sistema carcelario, entre otras.   

Uno de los fenómenos que más ilustra sobre la intervención de las 

agencias estatales de control formal en las dinámicas de las supuestas agencias 

informales está vinculado con el seguimiento y tratamiento a los llamados niños 

en conflicto con la ley penal o que presentan conductas “desajustadas”, hasta el 

punto que no existe uniformidad de criterios ni procedimientos para determinar 

sus responsabilidades, para bordear los argumentos de inimputabilidad, ni para 

determinar si la familia es o no es lo más trascendental en la búsqueda del 

“interés superior” de los niños y la niñas.   
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La complejidad de las relaciones sociales, el incremento de las situaciones 

de riesgo para la colectividad y la poca variedad de acciones permitidas para 

afrontar los conflictos, contribuyen a que se torne indefinido el campo de acción 

y las formas de aplicación del control social informal. Este es concebido aún con 

un rol dudoso, como un componente organizativo que actúa de forma general, 

llamando al control primario del orden social y utilizando regulaciones básicas, 

más apegadas a sistemas normativos no jurídicos, como la moral, la religión o la 

formación en valores, entre otros.    

A la vez, aumenta el control social formal que ejerce su función de manera 

enérgica y que se supone es de aplicación cuando no opere de forma suficiente 

el control informal, aunque en la actualidad parezca no tener límites en su 

creciente intervención controladora. (Christie, 1993)    

Esta diferencia entre control social formal e informal tiende a ocultarse o 

superponerse a los discursos sobre las diferentes formas de seguridad, es decir, 

mientras la seguridad pública se vincula a la actuación de las agencias estatales 

de control formal, como la policía, entre otras, no puede asegurarse que las 

agencias de seguridad privada se destaquen por su informalidad o por su carácter 

secundario, cuando la realidad evidencia que en su estructura y desempeño van 

obteniendo un protagonismo indiscutible. En tal caso, el ámbito de actuación de 

las diferentes agencias tiene un objetivo de complementación y no, 

precisamente, de subordinación, con metas más trascendentales como contribuir 

a la seguridad ciudadana e, incluso, a la seguridad humana.    

En el mismo sentido, la adscripción como agencia de control social formal 

o informal no se aprecia con facilidad en las facultades de las instituciones 

participantes, sino en el evidente objetivo de controlar a los individuos, a los 

grupos o a la sociedad toda.   

Los mecanismos de control social parecen emanar de la sociedad en su 

conjunto, pero en la actualidad, la influencia de la actividad rectora estatal no 

pasa desapercibida; por lo cual no puede negarse que gran parte de su contenido 

se vincula con la política criminal en sentido estricto, como expresión de la 

subordinación a los grupos de poder interesados en establecer pautas de orden 

jerárquico en las diferentes relaciones humanas y aprovechar estas pautas para 

desarrollar la seguridad como negocio rentable y utilitario.   

Las influencias de los grupos de poder o de los gestores atípicos de la 

moral (Silva, 2001), son las que han colocado, por ejemplo, el análisis de las 
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violencias en el campo de las decisiones políticas, visibilizando y penalizando 

algunas de sus expresiones y aceptando u ocultando otras; contrario sensu a las 

tendencias que permitieron el trato violento y discriminatorio durante siglos. 

Parte de su justificación se encuentra en que las estructuras de conducción de la 

sociedad se han sostenido, principalmente, en un modelo patriarcal y vertical, 

que ha favorecido que el Estado pueda ejercer el control formal de los hombres, 

hasta el grado en que estos representan la mayoría de las personas vinculadas, 

voluntaria u obligatoriamente, al servicio militar activo juntamente con la parte 

predominante de la población carcelaria.   

A su vez, esta constante histórica se ha visto premiada con un permiso 

tácito para que los hombres ejerzan el control informal sobre el resto de la familia 

(mujeres, hijos, ascendientes u otras personas económicamente dependientes), 

utilizando métodos disímiles que siguen encubiertos por el velo de concepciones 

jurídicas, supuestas “defensoras” de lo que llaman intimidad y privacidad.    

Las estrategias del control social son vinculadas con los procesos de 

socialización, educación, prevención, represión y resocialización (González, 

2017) y tienen, en apariencia, un alcance igualitario para toda la sociedad; pero 

en su interior son estrategias, en menor o mayor medida normatizadas, que 

nacieron y se desarrollaron con perspectiva androcéntrica y patriarcal, como 

resultado de las aspiraciones de control de ciertos hombres con poder sobre el 

resto de las personas, es decir, niños y niñas, mujeres de cualquier edad y otros 

hombres con menor o igual poder.    

El control social como conjunto de sistemas normativos  

Las estrategias citadas utilizan los diferentes sistemas normativos para 

refirmar el control social, pero no de forma casual, sino deliberada, por tanto, las 

normas van impregnando los espacios más sutiles y condicionando las formas 

de control en que se desarrollan las relaciones al interior de las estructuras 

sociales, como la familia, la escuela, el centro laboral y la comunidad, entre 

otras.   

En la actualidad, legisladores y políticos no pueden responder a todas las 

demandas de control social si carecen de un discurso que cuestione la forma en 

que predominantemente están distribuidos los roles jerárquicos (de género, 

generacionales, económicos, entre otros) a lo interno de las estructuras sociales.    
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Esta desigualdad dentro de las estructuras sociales tiende a ser 

invisibilizada por la política criminal y legitimada por el derecho penal en 

cualquier sociedad actual, incluidas Cuba y México; lo cual incentiva un 

positivismo utilitario a los fines del control coactivo y una reducción del campo 

de acción de la prevención social u otras formas de reacción social cuando estas 

obedecen a sistemas normativos no jurídicos.   

En sus largas disquisiciones sobre el tema abordado, Aniyar (1988, pág. 

71) expresó que el control social puede ser entendido como: “un conjunto de 

sistemas normativos, cuyos portadores, a través de procesos selectivos, y 

mediante estrategias de socialización, establecen una red de contenciones que 

garantiza la fidelidad de las masas, a los valores de un sistema de dominación”.   

Con este enfoque integrador se admite el doble parámetro con que se ha 

medido al control social; por una parte, responde a sistemas normativos como 

los usos sociales, la moral o la religión, basados en pautas generales de 

convivencia armónica con expresión en las costumbres familiares, comunitarias 

y en las tradiciones culturales; por otra parte, incorpora al Derecho como 

principal sistema normativo, basado en reglas que invaden todos los espacios 

sociales y son impuestas mediante estructuras coactivas, cuya expresión más 

autoritaria es el sistema jurídico penal, ya sean sus fuentes de carácter sustantivo, 

procesal o jurisprudencial, o en las instituciones administrativas que le aparecen 

vinculadas previo y posenjuiciamiento, como las que derivan de la actuación de 

la policía y las que acontecen en los centros penitenciarios.   

La generalidad de las concepciones jurídicas sobre el control social, 

atribuyen una función controladora al Derecho, como expresión de la voluntad 

de la clase dominante e instrumento legitimador de las actividades del Estado 

para la organización y conducción de la sociedad, sin embargo, a criterio de 

Bergalli (1998) esto es solo un hecho verídico en relación con los modelos 

sociales de occidente y una realidad que ha sido concientizada por los juristas en 

la postmodernidad a partir del ejercicio del poder punitivo estatal.    

Como todo ejercicio de poder, el control social se ejerce a través de la 

persuasión como facultad motivadora y la coerción, como expresión del carácter 

reactivo que ostentan las estructuras de poder. En el entramado social, estas 

manifestaciones hacen referencia a diferentes mecanismos que coadyuvan a 

mantener el orden social, limitando la actuación de los individuos bajo 

parámetros de conducta preestablecidos.   
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Estos parámetros conductuales, según concepciones generalizadas, serán 

establecidos o protegidos mediante normas, pero: “en cuanto que establecen algo 

que debe ser y no algo que inexorablemente tenga que ser, comportan siempre 

la posibilidad de su incumplimiento, de su violación. Las normas tienen por 

objeto comportamientos humanos, decisiones y actos humanos a los que es 

inherente la libertad, la posibilidad de elección” (Fernández, 2006, pág. 41).   

Algunas normas tendrán poco o ningún respaldo legislativo, como 

aquellas referentes a la educación formal, el respeto intrafamiliar, los hábitos y 

costumbres sociales, religiosas o morales. Si su quebranto no constituye un acto 

peligroso o desacorde con el sistema social, estas conductas estarán sujetas a la 

aprobación o desaprobación de la sociedad, en dependencia de los usos sociales 

imperantes. La reacción basada en el predominio de ciertos usos sociales estará 

inserta, por regla general, dentro de las funciones de los mecanismos de control 

social informal que, aun así, pueden estar seriamente ideologizados y representar 

valores y posturas evidentemente políticas.    

Una comparación realizada por Gabaldón (1990, págs. 92-93) sobre las 

posiciones teóricas de grandes exponentes de la criminología crítica en 

Latinoamérica, como Aniyar de Castro, Bustos Ramírez o Salvador Huertas, le 

permitió afirmar que: “En todas las acepciones subyace la dicotomía coacción-

ideologización (esta última en el sentido marxista del término), como deslinde 

entre el control formal y el informal, así como el denominador común 

sometimiento (voluntario o forzado), a un sistema global de dominación 

política”.   

La historia del Estado y el Derecho, e incluso el pensamiento lógico 

jurídico, indican que si las costumbres y los usos sociales se estiman relevantes 

para la estabilidad de la vida en sociedad o para regular conductas que amenazan 

o lesionan bienes o intereses de importancia social, la facultad legislativa del 

Estado los hará consignar en una ley que debe regir para la mayoría de la 

población. Así se fue formando el Derecho, con origen en normas 

consuetudinarias, como un sistema normativo que se concreta en sus propias 

funciones, ratifica el rol social de individuos e instituciones y anuncia las 

diferentes formas de reacción social ante el incumplimiento de sus disposiciones.    

Una parte de las normas jurídicas provienen de la institucionalización de 

normas y pautas que el sujeto interiorizó (o debió interiorizar) en su proceso de 

socialización (Añón, 2006, pág. 80), sin embargo, el Derecho se actualiza sobre 

las bases de su propia funcionalidad y camina tras una realidad muy dinámica, 
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alejándose de sus fuentes originales y creando nuevas normativas cuyos 

supuestos fácticos responden más a los intereses políticos de control que a 

verdaderas demandas sociales.    

Dentro del Derecho, como macrosistema jurídico, opera el subsistema 

jurídico-penal que no solo se refiere a la creación de las normas reguladoras de 

conductas delictuosas y sus consecuencias en el plano de la punición, sino a los 

procedimientos que regulan la actividad de los órganos que intervienen en la 

persecución de la criminalidad, la aplicación de las leyes y la ejecución de las 

penas. Los principios elementales o básicos de funcionamiento de este 

subsistema son establecidos por la política criminal, comprometida con las 

funciones de control social y tienen, en última instancia, un elemento 

diferenciador del resto de los sistemas normativos: el poder coactivo 

institucionalizado sobre hechos justiciables. También se le atribuyen ciertas 

funciones preventivas, correctivas y resocializadoras que no son totalmente 

verídicas y que ponen en duda su noble utilidad como medio de control social.   

El simbolismo penal: falacia de la política criminal   

No hay dudas de que el derecho penal ha colaborado con la estabilidad 

social, pero no en la forma en que originalmente se concibió el control social. 

La sociedad no siempre ha aceptado voluntariamente las normas jurídicas y eso 

conduce al imperativo de lograr su cumplimiento bajo la intervención represiva.  

Solo una parte de la sociedad acata por convicción la validez de las normas 

jurídicas y disfruta la tranquilidad que emana del cumplimiento del 

ordenamiento jurídico; esperando obtener la seguridad que necesita, como 

plantea la teoría de la prevención general positiva; otra gran parte de la población 

acepta las normas bajo el temor a las consecuencias represivas que resultan de 

su incumplimiento. “Hay autores, desde Trasímaco hasta Kelsen, pasando por 

Thomasius, Marx, Ihering, para quienes el fundamento de la obediencia a las 

leyes reside en la fuerza, en la existencia de la coacción” (Fernández, 2006, pág. 

53).    

Esta concepción viene a justificar la intervención directa del derecho penal 

y deja sin máscaras a los denominados fines de prevención general y especial 

negativas, por los que se sanciona a ciertos individuos de manera ejemplarizante, 

para infundir temor al resto de la colectividad.    

El marcado carácter castigador del derecho penal se hace más evidente 

bajo las directrices político-criminales de una escuela criminológica que 
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desarrolló el conservadurismo político, comúnmente conocida como 

neorrealismo de derecha, para aplicar estrategias de “mano dura” y “tolerancia 

cero”, las que se caracterizan por obviar las condiciones que propician la 

criminalidad y se concentran en responder a los delitos utilizando una pronta 

reacción represiva, siendo la pena el instrumento coactivo por excelencia.   

La nota distintiva es que la forma de control, evidentemente punitiva, 

emerge como un reclamo social y a manera de receta infalible para la seguridad 

ciudadana, lo cual es solo un argumento disuasorio ante la expansión penal y las 

posibles críticas al ejercicio del poder.    

De esta manera se hacen efectivos los fundamentos del simbolismo penal, 

por los cuales “la ley penal cumple una función simbólica, esto es, representa la 

decisión mayoritaria de tutelar con el instrumento más fuerte de defensa social 

del que dispone el ordenamiento jurídico, un valor fundamental relevante para 

la coexistencia humana” (Borja, 2011, pág. 109).   

El simbolismo penal se aprovecha de algunas cuestiones muy puntuales 

como: la sensación social de inseguridad que se incrementa tras la influencia de 

las agencias de comunicación; el consenso social sobre la supuesta función 

protectora del derecho penal; el reconocido descrédito de otras instituciones 

protectoras; el reclamo de protección y seguridad de una parte de la población a 

partir de la implementación de nuevas leyes o el aumento del rigor punitivo de 

las ya existentes; y la aceptación de roles sociales pasivos dentro de supuestas 

comunidades victimizadas. (Silva, 2001)   

Tales circunstancias mueven las decisiones político-criminales hacia las 

modificaciones legales y el uso arbitrario del derecho penal, el cual es 

aprovechado para mostrar que el Estado o los gobernantes se preocupan por las 

situaciones en demanda y por transmitir a la población la sensación de seguridad 

mediante reconocidas acciones de control social punitivo. De esta forma “El 

Derecho Penal pasaría entonces a encarnar un rol político, de legitimación y de 

dirección de las conciencias de los ciudadanos, papel que antes le correspondía 

a la Ética o a la Moral” (Borja, 2011, pág. 109)1   

En un plano más complejo se aspira a establecer el control social a partir 

de la obediencia real no solo ante la fuerza y por consenso, sino por la 

                                                             
1 Lucas plantea: “…podemos caracterizar la legitimidad como la “cualidad que, atribuida a un orden político-

jurídico, supone su reconocimiento como dominación, y el reconocimiento para dictar órdenes a las cuales se 

debe obedecer” (Fernández, 2006, pág. 55)   
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legitimación que se alcanza cuando los valores morales y principios éticos 

conducen al individuo a reconocer la validez del Derecho como instrumento del 

poder del Estado para la dominación, y con esto se legitiman las potestades 

político-criminales para el ejercicio del ius puniendi.1   

Para justificar el maximalismo penal, la política criminal tiende a 

conseguir argumentos que revolucionan, a conveniencia, el fundamento 

dogmático de las instituciones penales. Es cierto que muchas de las 

explicaciones dogmáticas de los tipos penales deben sucumbir ante los avances 

científicos y justificar su valía desde un pensamiento penal actualizado y acorde 

con los cambios sociales; pero esto ocurre poco en comparación con las veces 

en que se manipula la dogmática penal para reinterpretar viejos preceptos legales 

lo que, casi siempre, responde a razones de nueva penalización o al aumento del 

quantum en la imposición de las penas.   

Por ejemplo, en la década de los años 90 del siglo XX Cuba sufría las 

consecuencias de una gran escasez económica que afectó a la mayoría de la 

población durante el llamado Período especial en tiempos de paz. En esta época 

tomaron auge ciertas conductas delictivas que vulneraban los derechos 

patrimoniales, principalmente mediante el robo en viviendas y locales, el hurto 

simple y el hurto en la modalidad de arrebatar las cosas del cuerpo o brazos de 

su poseedor, es decir, la sustracción mediante movimientos bruscos y 

sorpresivos de gorras, espejuelos, carteras, relojes o cadenas a sus poseedores. 

La Ley No. 87 de 16 de febrero de 1999 modificó el Código penal cubano y la 

conocida modalidad de hurto “por arrebatón” fue reacomodada dentro de las 

formas de comisión de un delito más grave nombrado Robo con violencia e 

intimidación en las personas; lo que facilitó un gran aumento de los límites 

legales de imposición de sanción, sin embargo, no hubo una reducción 

significativa en la comisión de estos delitos hasta que empezaron a mejorar las 

condiciones económicas en el país.    

En medio de la crisis provocada por el Coronavirus se aprecia una fuerte 

alza de estas conductas en Cuba y México, ahora mayormente dirigidas a la 

sustracción de autopartes de vehículos, pero también hacia las motocicletas, los 

teléfonos, las laptops u otros dispositivos móviles, y se difunde la sensación de 

inseguridad entre la población. Los comisores son principalmente jóvenes de 

                                                             
1 El ius puniendi, como facultad del estado para instituir delitos y penas y hacer cumplir estas últimas, debe 

estar limitado por principios político-criminales como los de subsidiariedad o intervención mínima, dañosidad 

social, proporcionalidad y humanidad de las penas, Derecho penal de hecho, de certeza de los tipos jurídico-

penales e in dubio pro libertate, entre otros.   
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sexo masculino que se justifican en las carencias materiales y el abandono del 

sistema imperante para desarrollar técnicas de neutralización (Schoultz & 

Flyghed, 2019, pág. 103) que los convencen de cometer el hecho sin obstáculos 

morales, y los ayudan a rebatir los argumentos con que se desvaloran sus actos 

y así evadir los mecanismos de control social efectivo.     

El razonamiento que conduce a la maximización de las penas para la 

contención de estas conductas vuelve a sostenerse en el carácter simbólico y 

sobredimensionado atribuido al derecho penal, bajo la suposición de que este 

tiene la capacidad para ofrecer solución a los problemas sociales cuando, en 

realidad, son los problemas sociales los que coadyuvan al desarrollo de las 

circunstancias que propician la criminalidad. Según plantean Park y Burgess: 

“todos los problemas sociales no son, en última instancia, más que problemas de 

control social” (Park & Burgess, 1929, pág. 785), por lo que la atención a las 

condiciones de vida de la población puede resultar una circunstancia moderadora 

del impulso delictual.     

La criminalidad no puede ser disipada solamente con instrumentos de 

reacción tardía, como los que utiliza el sistema penal, basados en estrategias de 

criminalización, persecución y represión de las conductas delictivas o 

significativamente peligrosas, necesita ser atendida directamente en su origen.   

El rol de la policía en el control social 

El origen de las conductas peligrosas para el orden social está vinculado a 

las formas en la que se establecen las relaciones dentro de las estructuras 

sociales, es decir, tienen su expresión primaria en los diferentes niveles de 

socialización, por tanto, la eficacia de los mecanismos de control social informal 

constituye un requisito sine qua non para garantizar el orden social y contener la 

proclividad hacia las actividades delictivas o antisociales.   

El concepto de control social se ha relacionado de manera estrecha con el 

de las funciones policiales y se ha atribuido a la policía la función esencial de 

control social, sin embargo, esta simplificación teórica produce efectos 

atemorizantes en la población general, por la naturaleza coactiva y castigadora 

que puede asumir la actuación policiaca en sus objetivos de seguridad y de 

amenaza de sanciones y reduce el ámbito y la capacidad disuasoria que se busca 

con el ejercicio del control social.  En este sentido, la primera función reconocida 

de la policía no debe ser la persecución de los delincuentes, sino el reforzamiento 

de la seguridad para que las estructuras de socialización puedan desarrollar sus 
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sistemas normativos no jurídicos y garantizar un control social conjunto y más 

efectivo.    

Hasta ese momento el control social no ha pasado a manos del sistema de 

justicia penal, sino que se mantiene bajo los estándares educativos y preventivos, 

propios de la influencia familiar, escolar y comunitaria, siendo la policía quien 

interviene como refuerzo de los propios resortes sociales para el control efectivo 

de las conductas contrarias al orden social. Esto garantiza una interrelación 

positiva entre las agencias informales de control y la policía.   

En los orígenes de la ciencia de la policía, a fines del siglo XVIII y 

principios del XIX, esta fue apreciada como una ramificación de la economía 

política, “la cual tenía como objetivo explicar el delito y el desorden, así como 

la creación de políticas adecuadas para su prevención y control” (Reiner, 2014, 

pág. 525)   

La palabra policía se empleaba entonces en un sentido más amplio y 

conllevaba a la función de regular el orden social a través de políticas sociales, 

económicas y culturales, por lo que la actividad policiaca, como se conoce hoy, 

solo era una parte del ejercicio del gobierno para el control del delito y los 

desórdenes, sin embargo, el nacimiento de la criminología positivista desvió la 

atención de las funciones policiales y de los órganos de justicia penal hacia el 

estudio criminológico, causal y biopsicosocial del individuo que delinquía. 

(Reiner, 2014, pág. 526)   

La crisis etiológica que sufrió la criminología tras la ruptura con los 

lineamientos positivistas redujo la visión hacia las causas del delito y, por ende, 

hacia las condiciones de garantizaban el orden social y aportó relevancia a 

diferentes concepciones, como la teoría del control de Travis Hirschi (1969) que 

empieza a investigar el por qué ciertas personas no delinquen, para arribar a 

conclusiones sobre la eficacia de las medidas restrictivas de la voluntad y la 

conducta humana, atribuyendo mayor importancia a la reacción social 

(compulsión), que a la propia acción (motivación). (Maguire, Morgan, & Reiner, 

2014, págs. 26-27)     

Esta crisis etiológica también hizo resurgir los métodos neoclásicos de 

represión y el expansionismo del derecho penal, con más demanda de policías, 

más centros penitenciarios y mayor eficiencia del sistema de justicia penal, lo 

cual se tradujo en la imposición de penas más severas. Estos medios coactivos 
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se han apoderado del panorama mundial y son escasos los ejemplos donde se ha 

optado por una estrategia diferente.    

Los sucesos del 11 de julio de 2021 en Cuba; las contiendas por la 

expansión de los cárteles en diferentes estados de México; las reacciones 

populares de muchos ciudadanos rusos contra la guerra en Ucrania y la violencia 

desplegada por los miembros de las maras en el Salvador, son algunos ejemplos 

recientes de ciertos hechos que han determinado nuevas formas punitivas de 

expresar la reacción social. La manera en que los referidos estados han 

reaccionado ante tales hechos ilustra sobre un nuevo boom de los métodos 

coactivos de control social, activando modernas agencias policiales, aumentando 

la infraestructura y la capacidad carcelaria y utilizando las leyes penales para 

doblegar las explicaciones dogmáticas y aplicar severos correctivos individuales 

y grupales.   

La reacción penal a corto plazo se ha tornado una invariante ante las 

situaciones de desorden social que contradicen la postura política de los estados. 

Aunque los teóricos sigamos abogando por otras formas de reacción a largo y 

mediano plazo, los políticos tienden a actuar instintivamente ante la situación 

que les ocupa y no a cuenta del resultado de las investigaciones previas.   

Desde el pensamiento de los idealistas de izquierda se plantea que la 

policía tiene como rol esencial la preservación del orden y no el control del 

delito. Se concibe el aumento de la policía como una respuesta a problemas de 

orden político, como las huelgas o manifestaciones o la idea de opresión de 

ciertas minorías; y se utiliza el aumento de la criminalidad solo como una 

justificación para expandir el sistema penal y buscar el apoyo de la mayoría de 

la sociedad. (Maguire, Morgan, & Reiner, 2014, pág. 16)    

En cambio, para los seguidores de la criminología administrativa no existe 

una verdadera preocupación por el orden social y reconocen las limitaciones de 

la policía para controlar la criminalidad, por lo cual no consideran que el 

aumento de las fuerzas policiales contribuya eficazmente a reducir los delitos, 

aunque esto ayude a mejorar la percepción de seguridad.   

En la década de los años 70, las investigaciones realizadas por las 

organizaciones RAND y Police Fundation (Maguire, Morgan, & Reiner, 2014, 

pág. 10) aportaron también conclusiones relevantes sobre el trabajo policiaco, 

como las siguientes:    
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- Saturar la vigilancia policiaca no disminuye los delitos, sino que 

favorece su desplazamiento,   

- Agilizar las respuestas a las llamadas de emergencia no aumenta la 

posibilidad de detener a los delincuentes,   

- Resolver los delitos no obedece principalmente a su investigación, sino 

a las aportaciones de un testimonio público,   

- Los delitos más temidos por la población no se detectan en labores de 

patrullaje,    

- Los rondines policiacos motorizados o a pie no tributan a la reducción 

de los delitos.   

Estas conclusiones desmotivaban la actuación policial y minaban su 

importancia para la reducción directa de la criminalidad, sin embargo, se pudo 

constatar que surtían un efecto positivo para el control de varias conductas 

transgresoras de impacto público y la preservación del orden social.    

En la actualidad, se puede afirmar que la policía tiende a participar de 

mejor forma en la persecución de delitos graves, sin embargo, no es la tarea que 

mayor tiempo le ocupa, ya que sus principales labores obedecen a las demandas 

de servicio público sobre la búsqueda de objetos perdidos, orientación, rescate 

de animales u organización del tránsito. (Maguire, Morgan, & Reiner, 2014, 

págs. 2930) Por lo que la efectividad policial no puede medirse solo en términos 

de control del delito.   

Para Wilson, representante del neorrealismo de derecha, las tareas 

policiales de servicio público son solo una “contingencia histórica” que deben 

desaparecer, para lograr el predominio de las funciones de: reforzamiento de la 

ley y preservación del orden social. Desde esta perspectiva “la actividad 

policiaca es efectiva no por su efecto directo sobre el control del delito sino 

porque propicia la preservación del orden social” (Maguire, Morgan, & Reiner, 

2014, págs. 34-35).   

En los lugares donde se manifiesta el desorden público, la embriaguez, los 

problemas vecinales, entre otras manifestaciones transgresoras de los usos 

sociales, se resquebrajan los mecanismos de control social informal y se abre el 

camino a la comisión de delitos, por tanto, la intervención policial en estas zonas 

debe contribuir a los controles vecinales, a la seguridad familiar y, en última 

instancia, al reforzamiento del control del delito, bajo los presupuestos básicos 
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de preservación del orden social.  En consecuencia, la preservación del orden 

debe ser la prioridad de la policía, porque así contribuye también al control del 

delito. El aumento de la policía en las calles quizás no esté vinculado 

directamente a la reducción de la criminalidad, pero debe contribuir al aumento 

de la percepción de seguridad. La impartición de justicia per se no puede 

pretender estos objetivos.   

La fuerza policial debe procurar el control social en las áreas conflictivas, 

donde se evidencia el desorden público y no solo donde se tienen mayores 

estadísticas de delitos. Algunas conductas socialmente transgresoras o 

consideradas desviadas como la prostitución, la ebriedad o narcomanía, el 

gamberrismo y el acoso callejero tienen el poder de corromper a la comunidad 

y facilitan su conversión en un centro de comisión de delitos con trascendencia 

a figuras delictivas más graves como el tráfico de personas, el narcotráfico, la 

formación de organizaciones delictivas, las agresiones sexuales y la corrupción 

de niñas y niños, entre otras.   

Como ente administrativo, la policía tendrá la facultad discrecional de 

adaptar sus funciones como servidores públicos, reforzadores de la ley y 

preservadores del orden social, a las exigencias de los nuevos tiempos y 

contextos. Su capacidad para traducir e interpretar la naturaleza y alcance de sus 

funciones no debe apartarse de los grandes paradigmas que promueven los 

derechos humanos, ni abandonar su afán de contribución al control ordenado de 

la sociedad.   

Conclusiones   

La concepción restrictiva de política criminal deriva en un enfoque 

penalizador, que soslaya la actuación de los mecanismos de control social 

informal hasta imponerse como prima ratio, ante el resto de las estrategias 

controladoras; por lo que es aconsejable adoptar una concepción amplia de 

política criminal, capaz de reunir todas las estrategias y directrices que, 

elaboradas por el Estado en coordinación con otras instituciones sociales, 

cumplan con la finalidad de reaccionar, educar, controlar y prevenir aquellas 

conductas que pueden afectar el orden social y reprimir, especialmente, el delito.   

Esta postura política beneficia la visión panorámica en torno al control 

social, facilita la participación equitativa de las agencias formales e informales 

en actividades coordinadas para el reforzamiento de la seguridad y la protección 

del orden social a niveles individuales, grupales y societales, y desmitifica el 
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poder simbólico que rodea a las instituciones del sistema de justicia penal, a las 

leyes de carácter penal y a la policía como órgano encargado de prevenir los 

delitos.   

El enfoque holístico y multidisciplinar aplicado al análisis del control 

social y del aporte de la policía a dicho control permite una visión general del 

fenómeno de la seguridad humana, pero requiere un posicionamiento político 

que reconozca la necesaria interrelación de las políticas públicas de desarrollo 

social con la política criminal preventiva.   

El uso de ciertas estrategias de control social, como el derecho humano a 

la educación (Gómez, 2017, págs. 117-121), la atención a las necesidades 

económicas y sociales de la población, los programas de fomento laboral, salud, 

socialización positiva y continua, y atención de las conductas que afectan la 

convivencia armónica son de una necesidad perentoria y resultan tanto o más 

importantes para el desarrollo social y, en último caso, para la prevención de la 

criminalidad y las violencias que la represión o la polémica resocialización intra 

o extra carcelaria.   

Para desmitificar el simbolismo penal se ha de proveer a los gobiernos de 

un discurso criminológico integral que proponga alternativas a la coerción penal 

y haga parte a la sociedad de los procesos autorregulatorios del control, que 

involucre a la comunidad en el reconocimiento y la solución de los problemas 

de seguridad ciudadana e integre la actividad policiaca a las políticas sociales y 

económicas, reforzando el apoyo a las estructuras sociales como la familia y la 

comunidad y contribuyendo al respeto de los derechos humanos.   

Las funciones de la policía como institución al servicio público, que busca 

reforzar el cumplimiento de las leyes, la persecución y prevención del delito no 

son ajenas a los intereses del control social, constituyen una parte importante de 

este por su contribución a la creación de diferentes sistemas de vigilancia; solo 

que necesitan del apoyo comunitario y de mecanismos inhibidores del 

etiquetamiento y la estigmatización social para poder utilizar el poder coactivo 

como el último recurso. 
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